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SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: Jesús Eduardo Cabrera Romero
En fecha 5 de junio de 2000 ocurrió ante esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia el ciudadano José de Jesús Salazar Hernández, titular de la cédula de identidad N° 3.823.746, asistido por el abogado Carlos Alberto Pérez, y ejerció acción de amparo constitucional contra la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo en fecha 2 de diciembre de 1999 “y conocida [por él] el día 16 de febrero del año 2000”.

En esa misma fecha se dio cuenta en Sala y se designó como ponente a quien con tal carácter suscribe. Para decidir se hacen las consideraciones siguientes:

De la acción de amparo constitucional


En su escrito, el actor señaló que el 7 de agosto de 1996 “interpuse querella contra la República de Venezuela-Instituto Autónomo Aeropuerto Internacional de Maiquetía”.


Que en su libelo solicitó “la nulidad de los actos administrativos de Remoción y Retiro por razones de ilegalidad y la reincorporación al cargo de Contador IV con los sueldos dejados de percibir desde el Retiro hasta el restablecimiento de los derechos conculcados, con todos los beneficios inherentes al cargo como son: bono vacacional, vacaciones vencidas y no disfrutadas, bonificación de fin de año, todos los correspondientes al año 1995 y los que se sigan venciendo hasta la definitiva”.


Que el Tribunal de la Carrera Administrativa declaró la inepta acumulación de las pretensiones deducidas y, “[e]n su oportunidad legal se ejerció recurso de apelación, oída en ambos efectos, subió el expediente a la Corte Primera, quien en fecha 02 de diciembre de 1999, ratifica la Sentencia del A quo, admitiendo la existencia de la Inepta Acumulación de acciones”.


Sostuvo el presunto agraviado que la sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, al declarar sin lugar la apelación interpuesta, violentó los artículos 87 (que consagra el derecho al trabajo), 89 (que consagra el derecho “de la irrenunciabilidad de los derechos laborales”) y 91 (que consagra el “derecho a obtener un salario justo”).

De la admisibilidad de la acción

A los efectos de la determinación de la competencia, se observa que, de conformidad con el criterio asentado en sentencias de fecha 20 de enero de 2000 (caso Emery Mata y caso Domingo Ramírez Monja), esta Sala es competente para conocer de las acciones de amparo constitucional ejercidas contra las sentencias dictadas por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. Por tanto, esta Sala es competente para conocer de la presente acción, y así se declara.

Establecido lo anterior, esta Sala observa:


De conformidad con el numeral 2 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, no se admitirán las acciones de amparo constitucional “[c]uando la amenaza contra el derecho o la garantía constitucionales no sea inmediata, posible y realizable por el imputado”. Es decir, que en los casos de amparo constitucional contra sentencias, si la lesión constitucional aducida por el actor es imposible de verificarse respecto del acto jurisdiccional denunciado, la acción necesariamente deberá ser declarada inadmisible.


Observa la Sala que el artículo 87 de la Constitución consagra el derecho de todo ciudadano a -en sentido amplio- trabajar, esto es, a desarrollar sus aptitudes útiles o productivas a cambio de un salario. Por ello, una violación de este derecho se configura mediante hechos, actos u omisiones que de una manera directa y concluyente impidan arbitrariamente a los ciudadanos laborar. En tal sentido, mal podría la impugnada sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta contra una sentencia que puso fin a una querella funcionarial, violentar el derecho aludido. En consecuencia, dado lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, la presente acción debe ser declarada inadmisible. 


Por su parte, respecto de la presunta violación del artículo 89 de la Constitución, en lo atinente a la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, dicha norma señala en su numeral 2 que: “Los derechos laborales son irrenunciables. Es nula toda acción, acuerdo o convenio que implique renuncia o menoscabo de estos derechos. Sólo es posible la transacción y convenimiento al término de la relación laboral, de conformidad con los requisitos que establezca la ley.” Debe esta Sala aclarar que la disposición transcrita no contiene derecho subjetivo alguno, antes bien, es el enunciado de un principio fundamental del Derecho del Trabajo en nuestro país, que restringe la esfera volitiva del trabajador en aras de la protección de sus intereses. Consecuentemente, no podría  a priori renunciarse al pago de la indemnización por despido injustificado, ni al fuero sindical, ni al disfrute de vacaciones remuneradas, etc. Entonces, aislado el contenido del principio comentado (que, como ya se dijo, no es un derecho), raya en lo temerario alegar que la sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo atentó contra la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, porque ella declare una inepta acumulación de acciones, que nada dispone sobre el fondo del asunto o sobre los derechos del querellante. Por lo tanto, con base en el citado numeral 2 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, esta Sala debe declarar inadmisible la acción planteada. 


Finalmente, y por la misma razón que las dos denuncias anteriores fueron desechadas, esto es, la imposibilidad de su materialización, debe hacerse lo propio con la supuesta violación del “derecho a obtener un salario justo” (artículo 91 de la Constitución). Sin hacer mayor abundamiento, resulta obvio para esta Sala que un acto como el denunciado -sentencia que declaró sin lugar la apelación interpuesta contra una sentencia definitiva en una querella funcionarial-, en forma alguna podría lesionar tal “derecho a obtener un salario justo”, ya que está decidiendo una causa que involucra el salario, y por lo tanto el fallo se refiere a la justicia del mismo y a su procedencia o improcedencia; así, igualmente basado en el numeral 2 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, se deberá declarar inadmisible la acción.


En conclusión, por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional considera que la presente acción es inadmisible, y así se decide.

 

Decisión

 


Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la ley, declara Inadmisible la acción de amparo constitucional incoada por el ciudadano José de Jesús Salazar Hernández, asistido por el abogado Carlos Alberto Pérez.


Publíquese y regístrese. Archívese el expediente. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, a los  06    días del mes de  DICIEMBRE   de dos mil (2000). Años: 190° de la Independencia y 141° de la Federación.
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El Magistrado Héctor Peña Torrelles, reitera -a través del presente voto particular-  el criterio expuesto en  las sentencias dictadas el 20 de enero de 2000 (Casos: Domingo Ramírez Monja y Emery Mata Millán), por considerar que no existe en la Constitución de 1999 ninguna norma que atribuya a esta Sala competencia para conocer de las acciones de amparo contra decisiones judiciales, interpuestas de conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

La referida norma es precisa al indicar que dicha acción se debe interponer “... por ante un Tribunal Superior al que emitió el pronunciamiento”. Ahora bien, cuando dicho artículo alude al "Tribunal Superior", se entiende por éste al tribunal jerárquicamente superior dentro de la organización de los tribunales de la República con competencia en la materia afín a la relación jurídica dentro de la cual ocurrió la presunta violación de derechos constitucionales, tal como lo entendieron tanto la doctrina como la jurisprudencia patria, atendiendo al hecho de que la especialización de los tribunales contribuye a las soluciones más idóneas y eficaces en cada caso. El criterio de la afinidad de los derechos o garantías constitucionales se debió mantener igualmente entre las distintas Salas del Tribunal Supremo de Justicia, adecuándose a las competencias de las nuevas Salas, atendiendo al ámbito de las relaciones jurídicas donde surgieron las presuntas violaciones constitucionales, correspondiendo el conocimiento a aquella Sala cuyo ámbito material de competencia sea análogo a la relación jurídica involucrada (administrativa, civil, penal, laboral, agraria, electoral, mercantil, etc.). Por lo cual, esta Sala Constitucional no debió asumir la competencia en la acción de amparo constitucional interpuesta, sino declinar el conocimiento de la causa en la Sala correspondiente de este Tribunal Supremo de Justicia. 

Queda así expresado el criterio del Magistrado disidente.

En Caracas,  fecha  ut-supra.
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